
RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA DE LOS MIEMBROS DE JUNTAS 
DIRECTIVAS DE ENTIDADES DESCENTRALIZADAS POR 

COLABORACiÓN EN COLOMBIA Y OTROS PARTICULARES QUE 
EJERCEN FUNCiÓN PÚBLICA 

(Por Guiovanna García Quirá - Jaime Daniel Salazar Cardona.)! 

RESUMEN (Abstract) 

El presente articulo, apuntará hacia la exploracl6n del tratamiento de la responsabilidad discipJinaria en 
Colombia como derecho sancionador de particulares que ejercen función pública, determinaremos si son o no 
sujetos de acciónes disciplinarias; si el Código único Disciplinario es efectivo a no en casos puntuales. I 

también se determinará dentro de los principios de legalidad y competencta reglada. o si por el contrario, el 
escueto tratamiento en la materia que le dá el legislador acolita y auspicia la impunidad. La falta de desarrollo 
de la responsabilidad de personas jurfdicas y particulares que ejercen función pública se solucionó con la 
mera adición de artfculas al texto definitivo del la ley 734 de 2002, violando principios rectores como la 
armonra, unidad de materia y atropellando el núcleo y esprritu de la norma. 

INTRODUCCiÓN 

A partir de la constitución de 1991, surgen, especificamente para el campo del 
derecho administrativo, una serie de elementos novedosos, que a la postre 
servírían para implementar una nueva concepción del Estado, en cuanto a su 
administración se refiere. en la formulación del nuevo modelo, surge del principio 
por medio del cual la realización de los fines y objetivos del. Estado estará en 
cabeza de todos los asociados. Se crearon entonces varias instituciones cuyo 
objeto era el desarrollo de este nuevo concepto, por medio de figuras como la 
delegación, la desconcentración, la descentralización territorial, administrativa, 
especializada o por servicios, y la descentralización por colaboración, todas ellas 
características propias de una democracia participativa. 

La democracia participativa, se traduce, con mayor precisión como un modelo 
político que facilita a los ciudadanos su capacidad de asociarse y organizarse de 
tal modo que puedan ejercer una influencia directa en las decisiones públicas, el 
más claro ejemplo de lo anterior se ve reflejado en el precitado concepto de la 
descentralización por colaboración cuya teleologia va encaminada a "otorgar 
competencias y/o funciones de la administración a particulares para que las 
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ejerzan en nombre de ella ,2. Esta anuencia de funciones y competencias hace 
apología al principio de solidaridad consagrado en la carta de 1991, junto a los 
principios de responsabilidad social y otros deberes que conlleva la facultad de 
representar al Estado en multiplicidad de asuntos que antes pertenecían a su 
entero monopolio funcional. 

Este fenómeno, ha traído como consecuencia la necesidad de ejercer diversos 
controles sobre las funciones y competencias radicadas en cabeza de particulares, 
toda vez que el Estado es el responsable finalmente de las funciones y 
competencias que ha otorgado; es por ello que el Estado cuenta con diversas 
herramientas para garantizar el debido actuar de quienes cumplen sus funciones 
publicas y administrativas, tales como: control fiscal, control político, control 
jurisdiccional, control jerárquico, control disciplinario, etc. 

A pesar de que existen herramientas por medio de las cuales el Estado puede 
ejencer sobre los particulares que desempeñan funciones públicas y 
administrativas, hay un mecanismo sobre el cual es preciso hacer énfasis durante 
el desarrollo de ésta investigación, y se trata del poder sancionatorio del Estado, 
que se ve traducido principalmente en el control disciplinario 

Es importante hacer hincapié en el control disciplinario, como eje central de este 
trabajo, toda vez que a raíz del fenómeno de la descentralización por 
colaboración, han surgido una serie de instituciones encabezadas por particulares 
que a la hora de estar cumpliendo con una función publica, administrativa o la 
prestación de un servicio público, pueden incurrir en conductas de diversa índole, 
en desmedro de los intereses o fines del propio Estado. ,¡¡ 

El régimen disciplinario es pues, el encargado de orientar el recto manejo de la 
función publica, de tal manera que todos los procedimientos establecidos en éste 
sirven para imponer sanciones a 105 responsables de poner en peligro, o vulnerar 
las normas que rigen tan importante función, que en la práctica no deja de tener 
inconvenientes de diferente calibre, 105 cuales se tratarán con mayor profundidad 
a lo largo del trabajo. 

Caso que nos inquieta entre otros, es el de los miembros de juntas directivas de 
las entidades descentralizadas por colaboración en cuanto su responsabilidad 
disciplinaria, en la medida en que a ellos junto con el representante legal, se les 
presume responsabilidad disciplinaria por los hechos o actos contrarios a la ley 
atribuibles a la persona jurídica que regentan, sin embargo la propia Ley 734 de 
2002 proscribe expresamente la responsabilidad objetiva adicional al traslado de 
la carga de la prueba, motivo por el cual se pretende reflexionar si la anterior 
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prescripción de corte legal va en contravía con la prohibición de presunción ya 
citada. 

Por otro lado el Código disciplinario único, en su Art. 53 hace susceptibles de 
responsabilidad disciplinaria a los particulares que prestan servicios públicos a 
cargo del Estado de los contemplados en el Art. 366 de la Constitución política que 
son salud, saneamiento ambiental yagua potable, ¿Qué pasa con los demás 
servicios públicos que prestan particulares, que no están contemplados en el Art. 
366 de la Constitución y que por su puesto merecerían de un control dísciplinario 
por parte del Estado? 

La combinación de los criterios explicados anteriormente, nos da como resultado 
la responsabilidad disciplinaria de los miembros de juntas directivas y 
representantes legales de las entidades descentralizadas por colaboración, y es 
que es allí donde se encontraron grandes vacíos, ambigüedades y controversias 
reflejadas en las fuentes documentales consultadas al respecto entre otras; las 
decisiones de la Procuraduría General Nación, ley 734 de 2002, el proyecto de ley 
de la misma y sus respectivas modificaciones a lo largo de los debates, 
pronunciamientos de la Corte Constitucional junto con los criterios auxiliares 
invitados para emitir sus fallos, y la doctrina. 

Así las cosas, las posibles consecuencias que dicha ambivalencia podría generar 
se verán reflejadas en una confusa aplicación del derecho disciplinario, toda vez 
que llegaría a prestarse para la inducción a yerros en la administración de justicia, 
una serie de criterios gura para los operadores jurrdicos encaminados a 
direcciones distintas por la falta de armonización y claridad, que han tenido que 
enmendarse con diversos fallos jurisprudenciales posiblemente como resultado 
de un desjuiciado análisis legislativo y dogmático antes de crear la norma. 

por un lado se proscribe dentro de los principios de la ley disciplinaria todo tipo de 
responsabilidad objetiva, mientras que en otro aparte de la misma ley se les 
endilga una presunción de culpabilidad en materia disciplinaria. Otro punto 
fundamental en la exclusión de ciertos servicios públicos de control disciplinario, lo 
cual deja un amplio margen para los directivos de entidades que prestan dichos 
servicios generando una libertad excesiva en la toma de decisiones. 

Así las cosas, es fundamental el estudio del presente tema porque al existir 
confusión normativa y exclusiones injustificadas, los posibles sujetos disciplinarios 
no sabrían bajo que parámetros jurídicos poder ejercer su defensa, implicando un 
desgaste adicional al de su propio trabajo, lo que limitaría la eficiencia y eficacia 
de las decisiones relevantes de la entidad para la satisfacción del interés general; 
repercutiendo necesariamente en una deficiencia del funcionamiento estatal para 
la satisfacción y los fines del mismo ya sea por omisión o exceso. 



ALGUNOS ASPECTOS DOCTRINALES Y JURISPRUDENCIALES POR 
RESALTAR 

El proyecto original de la ley 734 de 2002 ha venido siendo objeto de una serie de 
modificaciones, adiciones, traslado de normas etc. Lo relativo a los artículos 52 y 
53 en el documento inicial, correspondía a criterios específicos y clases de 
sanciones, pero los aprobados, con relación al régimen de los particulares fueron 
variados, modificados o adicionados en su paso por las corporaciones públicas (el 
congreso). Se varió lo relacionado con los sujetos destinatarios de la ley 
disciplinaria. Este régimen estaba previsto en el artículo 61 y siguientes del texto 
propuesto por la procuraduría. También se modificó lo relacionado con las 
inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflicto de intereses.4 

El proyecto inicial a todas luces nos muestra una mayor claridad frente a los sujetos 
susceptibles de ser disciplinados, además de incluir servicios públicos que 
requieren de un control por parte del Ministerio Público al ser parte de la Función 
Pública estatal. Todo ello partiendo de un criterio material (Función 
Publica/administrativa) y no de un criterio subjetivo (particular-servidor público). 
Esto es de gran importancia teniendo en cuenta que al ser el Derecho Disciplinario 
un derecho sancionador está sometido al principio de tipicidad y por lo tanto los 
sujetos o actividades (servicios públicos por fuera del 366 C.P) que no aparezcan 
expresamente en la norma como disciplinables, no se le podría aplicar, en estricto 
sentido, las normas correspondientes al Código Disciplinario Único. 

Las modificaciones al proyecto de ley original pueden evidenciarse claramente en 
las múltiples gacetas del Congreso que contienen los debates que llevaron a la 
aprobación de la ley.5 

• Bulla, Romero, Jorge Enrique. Derecho disciplinario comentarios a la Ley 734 de 2002. Editorial 
Estrado Judicial, Pág. 180. Bogotá 2002. 
5 En la Gaceta del congreso N° 575 del 13 de Noviembre del 2001 lo relativo a los sujetos particulares 
destinatarios del régimen disciplinario quedará: 

El presente régimen será aplicable a los particulares que ejerzan funciones públicas, presten servicios 
a cargo del estado, administren recursos de este, o a quienes cumplan labores de interventoría en los contratos 
estatales. 

Cuando se trate de personas jurídicas la responsabilidad disciplinaria será exigible del representante 
legal. 

Al tenor de la gaceta del Congreso del 30 de noviembre del 2001 lo relativo a los particulares sujetos 
al régimen disciplinario, se redactó así: 

Artículo 53: Sujetos Disciplinables. El presente régimen se aplica a los particulares que ejerzan 
funciones públicas, presten servicios a cargo del estado, de los contemplados en el artículo 366 de la 
Constitución Política, administren recursos de este, o a quienes cwnplan con labores de interventoria en los 
contratos estatales. 

Cuando se trate de personas jurídicas la responsabilidad disciplinaria será exigible del representante 
legal. 

En la Gaceta del Congreso N° 626 del 6 de Diciembre de 2001 este artículo sería redactado así: 



Siguiendo con la linea trasada y los comentarios hechos al proyecto de ley 
desde su punto original, y las posteriores modificaciones del congreso, se 
puede decir que el articulo tal y como fue aprobado no solo afectó el 
margen de aplicación de la ley disciplinaria si no la interpretación y 
ejecución real de todo el derecho disciplinario colombiano frente a casos 
especiales de descentralización por colaboración en donde particulares 
ejercen función pública. Esta afirmación se soporta en las múltiples 
interpretaciones y pronunciamientos que se han dado en a doctrina y 
jurisprudencia colombianas tal y como se puede observar en las citas que 
se harán a renglón seguido. 

De otro lado, se ratifica lo esbozado en la parte inicial del presente trabajo, 
al resaltar que la responsabilidad disciplinaria de los particulares ha sido 
recostada hacia los prestadores de servicios vitales contemplados en la 
constitución, gerentes y representantes legales para las entidades que 
ostentan personeria jurídica en lugar de sencillamente dirigirla a todo aquel 
que ejerza función pública, haciendo que la corte constitucional en 
respuestas a demandas de inconstitucional tenga que aclarar los alcances 
de una norma que deja mucho que desear.s 

Articulo 53 sujetos disciplinables. El presente régimen se aplica a los particulares que ejerzan 
fimción pública en lo que tengan que ver con esta; presten sevicias públicos a cargo del estado de los 
contemplados en el Artículo 366 de la Constitución Política. administren recursos de este o a quienes cumplan 
labores de interventoria en los contratos estatales. 

Cuando se trate de personas juridicas la responsabilidad disciplinaria será exigible del representante 
legal o de los miembros de la junta directiva. 

JUSTIFICACIÓN: "se aclara que los particulares que presten servicios públicos disciplinables son 
los que tienen a cargo aquellos servicios de que da cuenta el artículo 366 de la Carta Política, puesto que ellos 
son de la esencia del estado social de derecho. 

Igualmente, la conducta disciplinable de los particulares que ejerzan fimciones públicas son aquellas 
relacionadas con tal función, y no otras de índole particular que puedan ejercer. 

Finalmente se precisa la responsabilidad de lo miembros de Juntas Directivas." 
Después de los múltiples debates en el congreso y cumpliendo con los requisitos de conformidad con 

la legislación colombiana, el artículo que e se aprobó y se sanciono de la ley 734 de 2002 es el siguiente: 

Artículo 53. Sujetos disciplinables. El presente régimen se aplica a los particulares que cumplan 
labores de interventoria en los contratos estatales; que ejerzan funciones públicas, en lo que tienen que ver 
con estas; presten servicios públicos a cargo del Estado, de los contemplados en el artículo 366 de la 
Constitución Politica, administren recursos de este, salvo las empresas de economía mixta que se rijan por el 
régimen privado. 

Cuando se trate de personas jurídicas la responsabilidad disciplinaria será exigible del representante 
legal o de los miembros de la Junta Directiva. 

s 
Al respecto, la Doctora Rosa Pineda de Martinez ha dicho: Al interpretar lo consagrado y dispuesto 

en el artículo 336 de nuestra Carta Fundamental; los rectores de los colegios privados, así como los gerentes o 
directores de las empresas prestadoras de servicios como salud, saneamiento ambiental yagua potable, 
deberán responder cuando sus actuaciones van en contravía del bienestar general y el mejoramiento de la 
calidad de vida de la población que son fmalidades del Estado social de Derecho, no ocurre igual con los 
gerentes o directores de otras empresas privadas de servicios públicos inclusive domiciliarios, los cuales no 
quedaron cobijados por el nuevo Código Único Disciplinario. 



Como quiera que las personas jurfdicas no son sujetos disciplinables, si los son sus 
directivos y por ello, la responsabilidades disciplinarias atribuibles a las personas 
jurídicas, deberán traslederse, concretarse y melerializarse en las personas naturales 
que tienen la responsabilidad de dirigir, administrar o gerenciar esas entidades". 7 

En cuanto a la división de si el servicio es prestado en forma pennanente o transitoria, la 
procuraduría se ha pronunciado al respecto ha dicho que los particulares no pueden ejercer de 
forma permanente por que tal hecho seria un completo contrasentido: el particular que ejerce de 
forma permanente la función pública deja de serlo para convertirse en servidor público, y no puede 
ostentar ambas condiciones simultáneamente. s 

De acuerdo a la doctrina es claro que para los autores citados se debe seguir el 
principio de tipicidad y por lo tanto los particulares que presten servicios diferentes 
a los del artículo 366 de la Constitución no están sujetos a la ley 734 del 2002. así 
mismo aceptan que los representantes legales o miembros de juntas directivas de 
entidades sometidas al Código Disciplinario son sujetos pasivos de un eventual 
proceso disciplinaria contra la entidad, ratificando la existencia de una presunción 
frente a ellos, dejando en duda la proscripción de la responsabilidad objetiva en 
los procesos disciplinarios. 

No . obstante la opinión de la doctrina, la jurisprudencia también ha tenido 
pronunciamientos que de cierta forma son contradictorios como puede observarse 
en fallos de la procuraduría y fallos de la Corte Constitucional. 

Un primer punto y de gran importancia en el estado colombiano está relacionado 
con la exigencia de la descentralización por colaboración, el legislador se ha 
pronunciado al permitir que el particular preste servicios de forma permanente sin 
que pueda considerarse que en virtud de su ejercicio se repute como servidor 
público. Ejemplo: juntas directivas de las cámaras de comercio y cajas de 
compensación. Además de lo anterior, en lo que atañe al vinculo de 
subordinación que en principio debía tener el particular ya ha sido reevaluado por 
la Corte Constitucional al aclarar que mas allá de un criterio subjetivo se debe 
interpretar desde la óptica de un criterio material en donde lo relevante a la hora 
de establecer una posible responsabilidad disciplinaria, se debe mirar en tomo a la 
función y no en torno al vinculo, a saber en la sentencia C-037 de 2003 invoca las 
funciones que se presten dentro de la órbita de la función pública mas allá del 
nombramiento, la investidura, o el cargo, lo anterior adelantándose, al foro del 
carácter permanente o transitorio de la función, que para efectos prácticos es 
irrelevante, si tomamos como referente la época de la realización de la conducta y 
en actividades dentro del servicio, allí brilla de inmediato el principio de Ilicitud 
sustancial y factor funcional que son condición absoluta para hacer un juicio de 
imputación en materia disciplinaria. 

7 Bulla Romero Jairo Enrique, Derecho disciplinario, comentarios a la ley 734 de 2002 Libreria 
Estrado Judicial. Bogotá 2002 pag 180. 
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Por otro lado, frente a las dudas provenientes de la expresión "presten servicios 
públicos a cargo del Estado de los contemplados en el artículo 366 de la carta 
política" cuya inconformidad no va dirigida a confundir conceptos como función 
pública y prestación de servicios públicos, sino a estudiar la intención del 
legislador y la ponderación dentro de un juicio de valor en las divisiones y 
exclusiones hechas en la ley en cuanto a sujetos de la ley, y servicios a cargo del 
estado. Ha dicho la Corte constitucional 

Quien ejerza de manera excepcional servicios públicos o tenga en sus manos y 
bajo su tutela facultades estatales siempre y cuando el estado requiera al 
particular para el ejercicio en comento deberá respaldarse y habilitarse por ley. 
En estas circunstancias de hecho y de derecho, el particular sera sujeto 
responsabilidad disciplinaria solo en la órbita de dichas funciones. Corolario de lo 
anterior se insiste en que a corte hace el trabajo del legislador en consecuencia 
de el carácter confuso de la ley.1o 

En relación al debate que se ha dado con respecto a la presunción del 
representante legal y los miembros de juntas directivas en lo que atañe a la 
individualización de la pena y la proscripción de responsabilidad objetiva, ha dicho 
la corte constitucional en la sentencia C-1076 de 2002 ha solucionado 
parcialmente el tema, arguyendo que por ser el representante y la cabeza visible, 
responsable de desiciones. Es el "indicado" para ser sujeto y responder 
disciplinariamente por la entidad que representa. Otros opinan que en virtud de la 
dificultad de sancionar de manera disciplinaria un "ente ficticio" como las personas 
jurídicas pues equiparan lo anterior en materia penal al extravagante ejemplo de 
... como privar de la libertad a una persona jurídica!, es otro de los motivos para 
imputar al titular de la entidad infractora . 

• . Corte Constituciona1.lo que procede en este campo es la aplicación de un criterio material para 
identificar a los particulares que pueden ser destinatarios de la ley disciplinaria, es decir que debe tomarse 
en cuenta no el tipo de relación que pudiera existir entre estos y el Estado, sino el contenido de la función 
que les haya sido encomendada, la cual de poder considerarse como el ejercicio de una función pública, 
implica la aplicación de la ley disciplinaria.'l C-037-2003 Corte Constitucional Colombiana. 
10 

El representante legal de la persona jurídica que ejerce funciones públicas, tiene el deber de ser 
diligente y vigilante en el desarrollo de su gestión por "cuanto el Estado le confia una serie de atribuciones y 
labores pam que las gestione a su nombre, por 10 tanto, cualquier abuso u omisión de las mismas, podría 
producir eventualmente perjuicios a los asociados en general, por 10 que se estaría en presencia de una 
conducta reprochable disciplinariamente. 

Consideramos que por ser el representante legal y lajunta directiva, los órganos que están a la cabeza 
de la persona jurídica. puesto que son los encargados de tomar las decisiones necesarias en desarrollo su 
objeto social, son ellos los llamados a responder disciplinariamente por las gestiones que realice dicha 
persona jurídica": 

"No es cierto que la responsabilidad exigible de la persona jurídica es trasladada sin ninguna fómula 
o juicio al gerente o director de ésta, toda vez que la responsabilidad disciplinaria de los representantes legales 
y miembros de la junta directiva, no se puede entender como una responsabilidad objetiva. La persona a 
quien se le adelante una acción disciplinaria, podrá en el transcurso del proceso, ejercer su derecho de 
defensa, controvertir las pruebas, desvirtuar los hechos que le son imputados y alegar causales de exclusión de 
responsabilidad disciplinaria" 



Posición que no compartimos, pues creemos que una persona juridica 
perfectamente se puede sancionar de diversas maneras. 

En conclusión encontramos que la Corte Constitucional se rige por el criterio 
material en donde el parámetro para hacer al sujeto disciplinable es la función y 
no el vínculo que sostiene con la Administración sin embargo estamos en el 
campo de un derecho sancionador, por lo tanto los sujetos de este derecho deben 
ser completamente identificables. Lo que no sucedería si dejamos al entender de 
un concepto tan general como es el de la función pública pues se 
desmaterializaría la naturaleza sancionadora del derecho disciplinario pues 
entraría a abarcar a todo aquel que indirectamente colaborara con las funciones 
públicas del estado teniendo en cuenta que según los antecedentes de la norma, 
el legislador sí quiso, hacer determinables los sujetos disciplinables y no dejarlo a 
un criterio ambiguo o indeterminado como puede ser el concepto de función 
pública. Una interpretación como la de la corte podría llevar a una confusión mayo 
en la aplicación del derecho Disciplinario, porque su fundamento estaría en un 
criterio indeterminado. 

Además si el legislador no hubiera querido hacer ninguna diferencia frente a 
particulares que prestan servicios públicos (posibles sujetos pasivos del derecho 
disciplinario) en ningún momento se hubiera referido tan solo a los servicios 
públicos del artículo 366 de la constitución Política de Colombia. 

En adición a lo anterior, la corte resalta que no hay ninguna forma de 
responsabilidad objetiva en la tantas veces citada presunción de los 
representantes legales y miembros de junta directiva, argumentando que estos 
tienen garantizado su derecho de defensa, de contradicción y debido proceso. No 
obstante la opinión de la corte es ciarísimo que a todas las personas se les debe 
respetar su derecho fundamental del debido proceso, lo cual no es óbice para que 
estos sean llamados y vinculados a procesos cada vez que se presentan 
investigaciones en contra de la entidad sin que por lo menos se aporte una prueba 
sumaria que vincule personalmente al directivo de la misma que se pretenda 
imputar; lo que, como ya se dijo, podría afectar el desempeño del vinculado, de la 
entidad y traer consecuencias perjudiciales a la colectividad. 

La responsabilidad disciplinaria de los miembros de juntas directivas y 
representantes legales de las entidades descentralizadas por colaboración, cuenta 
con diversos puntos de análisis que son neurálgicos y que se resumen de la 
siguiente manera, en primer término encontramos la ambigüedad existente entre 
el Art. 13 de la Ley 734 de 2002, referente al principio de la culpabilidad por medio 
del cual se proscribe expresamente toda forma de responsabilidad objetiva y el 
Art. 53 de la misma en donde se establece que la responsabilidad disciplinaria en 
tratándose de personas jurídicas será atribuible a los miembros de la junta 
directiva o al representante legal, por vía de la presunción, toda vez que el 
derecho disciplinario, como derecho sancionador debe ser un derecho de acto y 



no un derecho de autor, Entiéndase lo anterior que si bien es cierto que el fallador 
debe tener estos elementos de la culpabilidad en el momento de DECIDIR, no 
menos cierto es que los miembros de estos cuerpos colegiados tantas veces 
citados son y serán SIEMPRE vinculados a un proceso por cualquier evento que 
pueda acarrear una posible responsabilidad disciplinaria. Y esta persecución es la 
que entorpeceria la correcta dirección de las entidades prestadoras de un servicio 
público, al ser sus directivos, por presunción legal, vinculados permanentemente 
a múltiples procesos disciplinarios asi al terminarse el mismo se demuestre su 
inocencia. 

Por otro lado, el legislador confundió el hecho existir unos servicios parte de las 
garantías minimas de un estado social de derecho para la subsistencia de sus 
asociados con otros, también en cabeza del estado, pero no de carácter vital y 
además parte de la función pública, es clasificación bastante para hacer a unos 
sujetos del derecho disciplinario y los otros no, lo cual no puede ser un factor 
determinante y único para estos casos, ya que parece dejar al simple capricho de 
legislador que unos servicios públicos sean controlados por el derecho 
disciplinarios y otros no, sin que aparezca un real argumento de fondo que permita 
decir sin duda alguna que servicios distintos de los enumerados en el 366 de la 
C.P. no hacen parte de una función que a pesar de ser, en principio, propia del 
Estado no es pública y por lo tanto no es susceptible de el control disciplinario. 

Con las dos reflexiones anteriores se llega a una sola conclusión, por demás 
perjudicial para el Estado y la colectividad, que es la ineficiencia e ineficacia del 
aparato estatal frente a la satisfacción de las necesidades generales. Lo anterior 
por la simple razón que sus funcionarios directivos y, por lo tanto, los que adoptan 
las decisiones deben preocuparse más por liberarse de un proceso disciplinario o 
por actuar de forma extralimitada ya que carecen de control alguno al no hacer 
parte de los servicios públicos del artículo 366 constítucional, que por cumplir 
efectivamente con sus funciones en beneficio de la colectividad. 

Giovanna García Quira 

Jaime Daniel Sal azar Cardona 



1. BIBLIOGRAFíA 

RAMOS ACEVEDO, Jairo. Derecho Administrativo Disciplinario. Editorial Leyer, 
2002. 

PENAGOS, Gustavo, Derecho Administrativo General, Ediciones Librería el 
Profesional, Bogota 1988 

AREVALO REYES, Héctor Daría y otros. Responsabilidad del Estado y sus 
funcionarios. Librería Gustavo Ibáñez 1999 

BULLA ROMERO, Jairo Enrique. Derecho Disciplinario, Comentarios a la ley 734 
de 2002. Editorial Estrado Judicial. 



GOMEZ VELÁSQUEZ, IVAN. Manuel de derecho disciplinario.libreria Sánchez R 
Ltda. 

Pgs 55-56. 

BARRERA, Carlos Dario. responsabilidad de gerentes y miembros de juntas 
directivas. (Video Grabación) Biblioteca Luis Ángel Arango (Video grabación). 

VILLEGAS MONTOYA, Jorge Iván. Sociedades de Economía Mixta. Universidad 
Javeriana. Julio, 1969. 

GARRIGUES, Abogados. Responsabilidad de los Consejeros y Altos cargos de 
Sociedades de Capital. Editorial McGraw HiII. Madrid 1996. 

BARRERA, Ana María. Responsabilidad Social de la Gerencia. Universidad de 105 

Andes, Bogota. 2001. 

MAYA VILLAZON, Edgardo. José Instituto se Estudios Ministerio publico. 
procuraduría General de la Nación. Jurisprudencia Disciplinaria 11 parte 2002 
(compilador Javier Farfán Molina). 

GARcíA CHAlO, Jaime. La economía mixta: la figura jurídica y el modelo de 
Desarrollo Económico. 

VILLANDA MEJIA, Camila (tesis). Intervención del Poder Ejecutivo en la 
conformación de la Comisión Nacional de Televisión. Universidad del Rosario 
2006. 

CEPEDA ORTIZ, Carlos Alberto. El sistema de Control Interno en las Sociedades. 
Editorial, Librería El Profesional, 2001 y 

CHARRY RODRIGUEZ, Jorge Alirio. El control interno y principios de evaluación y 
gestión en las entidades del estado. Editorial DIKE. 1998. 

CHARRY RODRIGUEZ, Jorge A1irio. Gerencia y control interno de los organismos 
del estado. Editorial DIKE. 1995 

CARDENAS, Jorge Hernán. Gerencia del mejoramiento continuo el sector público 
colombiano. 2° Edición ESAP Bogotá 1992 . 

ALVARES JIMENEZ, Alberto. Entre la coordinación y la descoordinación. Revista 
Estrategia Económica y Financiara, N° 240 pags 21-22 

CAMARA DE COMERCIO DE BOGOTÁ. Es usted Miembro de Junta Directiva. 2° 
Edición Bogotá, 1997. 

PRESIDENCIA DE LA REPUBLlCA. Responsabilidad de las entidades del estado 
en desarrollo de la estrategia Nacional. Bogotá 1991. 



DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA PRESIDENCIA DE LA 
REPUBLICA. Foro nacional de representantes del Presidente de la Republica en 
las directivas del estado. 

Decreto 1050 de 1968 

Decreto 3130 de 1968. 

Decreto 128 de 1976. 

Decreto 2400 de 1968. 

Ley 23 de 1992. 

Ley 190 de 1995. 

Ley 489 de 1998. 

Ley 48 de 1913, 

Ley 165 de 1938 

Ley 11 de 1950, 

Decreto 464 de 1967, 

Decreto de 2400 

Decreto 3074 de 1968, 

Decreto 1950 de 1973, 

Ley 13 de 1984 y decreto reglamentario 482 de 1985 

Constitución de 1991 

Ley 200 de 1995, 

Ley 734 de 2002 

REFERENCIAS DE CONCEPTOS Y DECISIONES DE LA PROCURADURíA 
GENERAL DE LA NACION y SENTENCIAS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 
EN COLOMBIA. 

Sentencia C-037 de 2003 Corle Constitucional. 

Sentencia C-1076 de 2002 Corle Constítucional. 



Sentencia C-051 de 2003 Corte Constitucional. 

Sentencia C-027 de 2003 Corte Constitucional. 

Sentencia C-728 de 2000 Corte Constitucional 

Sentencia C-530 de 2003 Corte constitucional. 

Sentencia C-694 de 2003 Corte constitucional. 

Procuraduría Primera Delegada-Vigilancia Administrativa Rad. 086-11655 de 
2004. 

Primera Delegada para la Vigilancia Administrativa Rad. 013-113117-04. 

Procuraduría Segunda Delegada Vigilancia Administrativa Rad. 014-87604-03 

Procuraduría Segunda Delegada para la Vigilancia Administrativa 014-101305-04. 

Procuraduría Primera Delegada Vigilancia Administrativa Rad. 013-131437-05 

Procuraduría Primera Delegada Vigilancia Administrativa Rad. 013-132897-05 

Procuraduría Primera Delegada Vigilancia Administrativa Rad. 013-137758-06 

Procuraduría Segunda Delegada Vigilancia Administrativa Rad. 14-149739-06 

Procuraduría Primera Delegada Vigilancia Administrativa Rad. 052-08159-04. 


